ROL Nº 175

PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN

Y DESARROLLO DE LOS INDÍGENAS

Santiago, veinticuatro de septiembre de mil novecientos

noventa y tres.

VISTOS Y CONSIDERANDO:

1°. Que por oficio N° 1388, de 20 de

septiembre pasado, la Honorable Cámara de Diputados ha

enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso

Nacional, que establece normas sobre protección y

desarrollo de los indígenas, a fin de que este Tribunal, en

conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, N° 1°, de la

Constitución Política de la República, ejerza el control de

constitucionalidad respecto de los siguientes artículos del

proyecto: 16; 17 -inciso tercero-; 19; 38; 41; 42; 43; 44;

45; 46; 48; 49; 52; 56; 57 y 59 permanentes, y 1°; 7° y 10

transitorios;

2°. Que el artículo 82, N° 1°, de la

Constitución Política establece que es atribución de este

Tribunal: "Ejercer el control de la constitucionalidad de

las leyes orgánicas constitucionales antes de su

promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto

de la Constitución";

3°. Que las normas sometidas a control

constitucional disponen:

"Artículo 16.- La división de las tierras

indígenas provenientes de títulos de merced deberá ser

solicitada formalmente al Juez competente por la mayoría

absoluta de los titulares de derechos hereditarios

residentes en ella. El Juez, sin forma de juicio y previo

informe de la Corporación, procederá a dividir el título

común, entregando a cada indígena lo que le corresponda

aplicando el derecho consuetudinario de conformidad al

artículo 54 de esta ley y, en subsidio, la ley común.

Sin perjuicio de lo anterior, en casos

calificados, un titular de derechos hereditarios residente

podrá solicitar al Juez la adjudicación de su porción o

goce, sin que ello signifique la división del resto del

título común. Dicha adjudicación importará la extinción de

sus derechos hereditarios en el título común restante.

Asimismo, se extinguirán los derechos de la comunidad

hereditaria respecto de la porción o goce adjudicado.

Las controversias que se originen con ocasión de

la división de un título común serán resueltas de

conformidad al procedimiento establecido en el artículo 56

de esta ley.

Los indígenas ausentes y los que sean titulares

de derechos hereditarios sobre tierras indígenas

provenientes de títulos de merced en que se constituya una

comunidad indígena o propiedad individual, de acuerdo a

esta ley y no desearen libre y voluntariamente pertenecer a

ella o no sean adjudicatarios de hijuelas, podrán solicitar

al Juez con informe de la Corporación, el reconocimiento de

sus derechos, los que una vez determinados se pagarán en

dinero siguiendo el procedimiento señalado en el artículo

1° transitorio de esta ley."

Artículo 17, inciso tercero: "Existiendo motivos

calificados y siempre que de ella no resulten lotes

inferiores a tres hectáreas, el Juez previo informe

favorable de la Corporación, podrá autorizar la subdivisión

por resolución fundada. De la resolución que deniegue la

subdivisión podrá apelarse ante el tribunal superior

aplicando el procedimiento del artículo 56 de esta ley."

"Artículo 19.- Los indígenas gozarán del derecho

a ejercer comunitariamente actividades en los sitios

sagrados o ceremoniales, cementerios, canchas de guillatún,

apachetas, campos deportivos y otros espacios territoriales

de uso cultural o recreativo, que sean de propiedad fiscal.

La Comunidad Indígena interesada podrá solicitar

la transferencia a título gratuito de los inmuebles

referidos en el inciso anterior. Existiendo dos o más

Comunidades interesadas, todas ellas tendrán derecho a

solicitar la transferencia del inmueble. Mediante

resolución expedida a través del organismo público

respectivo, se calificarán, determinarán y asignarán los

bienes y derechos.

En el caso que no se cumpliere o existiere

entorpecimiento en el ejercicio de los derechos reconocidos

en los incisos anteriores, la Comunidad Indígena afectada

tendrá acción de reclamación ante el Juez de Letras

competente quien, en única instancia, sin forma de juicio,

previa audiencia de los demás interesados, del organismo

público respectivo e informe de la Corporación, se

pronunciará sobre la acción entablada."

"Artículo 38.- Créase la Corporación Nacional de

Desarrollo Indígena como un servicio público,

funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad

jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia

del Ministerio de Planificación y Cooperación. Podrá usar

la sigla CONADI. Tendrá su domicilio y sede principal en la

ciudad de Temuco.

Existirán dos Subdirecciones Nacionales: una en

la ciudad de Temuco para la VIII, IX y X regiones y otra en

la ciudad de Iquique para la I y II regiones. La

Subdirección Nacional de Temuco tendrá a su cargo una

Dirección Regional con sede en Cañete y otra con sede en

Osorno para atender a la VIII y X regiones respectivamente.

La Subdirección Nacional de Iquique tendrá a su cargo

Oficinas de Asuntos Indígenas en Arica y San Pedro de

Atacama. Existirán, además, Oficinas de Asuntos Indígenas

en Santiago, Isla de Pascua y Punta Arenas."

"Artículo 41.- La dirección superior de la

Corporación estará a cargo de un Consejo Nacional integrado

por los siguientes miembros:

a) El Director Nacional de la Corporación,

nombrado por el Presidente de la República, quien lo

presidirá;

b) Los Subsecretarios o su representante,

especialmente nombrados para el efecto, de cada uno de los

siguientes Ministerios: Secretaría General de Gobierno, de

Planificación y Cooperación, de Agricultura, de Educación y

de Bienes Nacionales;

c) Tres consejeros designados por el Presidente

de la República;

d) Ocho representantes indígenas: cuatro

mapuches, un aimara, un atacameño, un rapa nui y uno con

domicilio en un área urbana del territorio nacional. Estos

serán designados, a propuesta de las Comunidades y

Asociaciones Indígenas, por el Presidente de la República,

conforme al reglamento que se dicte al efecto.

Los consejeros a que se refieren las letras a),

b) y c) se mantendrán en sus cargos mientras cuenten con la

confianza de la autoridad que los designó y, los de la

letra d), durarán cuatro años a contar de la fecha de

publicación del decreto de nombramiento, pudiendo ser

reelegidos.

El Fiscal de la Corporación actuará como

Secretario y Ministro de Fe."

"Artículo 42.- Serán funciones y atribuciones del

Consejo Nacional:

a) Definir la política de la institución y velar

por su cumplimiento.

b) Proponer el proyecto de presupuesto anual del

Servicio. Si ello no ocurriere oportunamente el Ministro de

Planificación y Cooperación procederá a presentarlo al

Ministro de Hacienda.

c) Aprobar los diferentes programas que tiendan

al cumplimiento de los objetivos de la Corporación,

evaluarlos y asegurar su ejecución.

d) Estudiar y proponer las reformas legales,

reglamentarias y administrativas relativas a los indígenas

o que les afecten directa o indirectamente.

e) Sugerir a los diversos ministerios y

reparticiones del Estado los planes y programas que estime

conveniente aplicar y desarrollar en beneficio de los

indígenas.

f) Proponer al Ministerio de Planificación y

Cooperación el establecimiento de áreas de desarrollo.

g) Decidir sobre todas las otras materias que la

presente ley encomienda a este Consejo Nacional."

"Artículo 43.- Para sesionar, y tomar acuerdos,

el Consejo deberá contar con la presencia de la mayoría

absoluta de sus miembros en ejercicio. Salvo que la ley

exija un quórum distinto, sus acuerdos se adoptarán por

simple mayoría. En caso de empate dirimirá el Director

Nacional.

El Consejo Nacional se reunirá, a lo menos,

trimestralmente. Los miembros que no sean funcionarios

públicos, percibirán una dieta por cada sesión a la que

asistan equivalente a 3 unidades tributarias mensuales y la

Corporación les cancelará pasajes y viáticos. Con todo no

podrán percibir, dentro del trimestre, más de seis unidades

tributarias mensuales.

La inasistencia de los consejeros

individualizados en la letra d) del artículo 41 a 3

sesiones, sin causa justificada a juicio del propio

Consejo, producirá la cesación inmediata del consejero en

su cargo. Su reemplazo se hará conforme a las normas del

artículo 41 y por el tiempo que falte para completar el

período."

"Artículo 44.- Un funcionario, con el título de

Director Nacional, será el Jefe Superior del Servicio y

tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Representar judicial y extrajudicialmente a la

Corporación.

b) Fijar, con acuerdo del Consejo, la

organización interna del Servicio y las demás funciones y

atribuciones correspondientes a los cargos directivos, así

como los departamentos y demás dependencias.

c) Designar y poner término a los servicios de

los funcionarios de la Corporación, de conformidad al

Estatuto Administrativo.

d) Preparar el proyecto de presupuesto anual de

la Corporación para su sanción por el Consejo.

e) Ejecutar el presupuesto anual de la

Corporación.

f) Informar al Consejo sobre la marcha de las

actividades de la Corporación y someter a su consideración

los planes y proyectos específicos.

g) Supervigilar las Oficinas de Asuntos Indígenas

de Santiago, Isla de Pascua y Punta Arenas y apoyar las

asociaciones indígenas de las regiones no cubiertas por las

Subdirecciones.

h) Suscribir toda clase de actos y contratos

sobre bienes muebles e inmuebles, corporales e

incorporales.

i) Desempeñar las demás funciones generales o

específicas necesarias para el logro de los objetivos de la

Corporación.

En caso de ausencia, el Director Nacional será

subrogado por el Fiscal."

"Artículo 45.- Las Subdirecciones Nacionales

serán las encargadas de orientar y ejecutar,

descentralizadamente, la acción de la Corporación en favor

de las personas, agrupaciones y Comunidades Indígenas

dentro de su respectivo ámbito. Estarán a cargo de un

Subdirector Nacional que será asesorado por un Consejo

Indígena.

Son funciones y atribuciones de los Subdirectores

Nacionales:

a) Asumir la representación judicial o

extrajudicial de la Corporación en el ámbito de su

jurisdicción.

b) Designar y poner término a los servicios de

los funcionarios de la Subdirección, Direcciones Regionales

y Oficinas de Asuntos Indígenas que de él dependan, previa

ratificación del Director Nacional, de conformidad al

Estatuto Administrativo.

c) Someter al Consejo Nacional, por medio del

Director, la aprobación de planes y programas de desarrollo

indígena para su ejecución en el ámbito de la Subdirección.

d) Ejecutar los planes y programas aprobados por

la Corporación en el ámbito de su jurisdicción, pudiendo,

al efecto, suscribir todos los actos y contratos necesarios

para su eficaz cumplimiento.

e) Proponer al Director Nacional el presupuesto

anual para la Subdirección.

f) Representar a la Corporación, en materias de

su competencia, ante las autoridades públicas en sus

respectivas regiones.

g) Desempeñar las demás funciones que esta ley

les encomienda."

"Artículo 46.- En cada Subdirección existirá un

Consejo Indígena el que cumplirá funciones de participación

y consulta. Los integrantes de estos Consejos no percibirán

remuneración por el ejercicio de sus funciones. Serán

nombrados mediante resolución del Subdirector Nacional

oyendo a las comunidades y asociaciones indígenas con

domicilio en la o las regiones que comprenda el territorio

jurisdiccional de la respectiva Subdirección.

El Consejo será presidido por el respectivo

Subdirector y tendrá las siguientes funciones y

atribuciones:

a) Analizar las acciones, planes y programas que

la Corporación ejecute en su jurisdicción.

b) Hacer las sugerencias que estime conveniente,

en especial, aquellas destinadas a coordinar la acción de

los órganos del Estado en función del desarrollo indígena.

c) Sugerir mecanismos de participación de los

indígenas.

d) Dar su opinión sobre todas aquellas materias

que sean sometidas a su conocimiento.

El Presidente de la República reglamentará el

período de duración de los consejeros indígenas, los

requisitos que deberán cumplir, las causas de cesación en

el cargo, las fórmulas de reemplazo y de toda otra norma

que permita el expedito funcionamiento de este órgano de

participación y consulta."

"Artículo 48.- Los Jefes de Oficina, en el ámbito

de su jurisdicción, asumirán las funciones y atribuciones

que expresamente les sean delegadas por el Director

Nacional, en el caso de las Oficinas de Santiago, Isla de

Pascua y Punta Arenas, o por el Subdirector Nacional de

Iquique, en el caso de las Oficinas de Arica y de San Pedro

de Atacama, sin perjuicio de las funciones propias

contempladas en el Título VIII."

"Artículo 49.- Los Subdirectores Nacionales,

Directores Regionales o Jefes de Oficina, en su caso,

asesorarán y colaborarán con los respectivos Intendentes en

todas las materias propias de la competencia de la

Corporación que deban resolverse en los ámbitos

jurisdiccionales respectivos."

El artículo 52 del proyecto fija la planta de

personal de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

"Artículo 56.- Las cuestiones a que diere lugar

el dominio, posesión, división, administración,

explotación, uso y goce de tierras indígenas, y los actos y

contratos que se refieran o incidan en ellas, y en que sean

parte o tengan interés indígenas, serán resueltas por el

Juez de Letras competente en la comuna donde se encontrare

ubicado el inmueble, de conformidad con las disposiciones

de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, de

acuerdo a las siguientes normas:

1.- La demanda se presentará por escrito y se

notificará, por receptor judicial o por un funcionario del

Tribunal especialmente designado al efecto, conforme a la

norma establecida en el inciso primero del artículo 553 del

Código de Procedimiento Civil. A petición de parte, la

notificación podrá ser practicada por Carabineros.

2.- El Tribunal citará a las partes a una

audiencia de contestación y avenimiento para el décimo día

hábil siguiente a la fecha de notificación y ordenará la

comparecencia personal de las partes bajo los

apercibimientos a que se refiere el artículo 380 del Código

de Procedimiento Civil.

3.- En la audiencia, el Juez actuando

personalmente, propondrá bases de conciliación. Las

opiniones que emita no lo inhabilitarán para seguir

conociendo de la causa. De la conciliación, total o

parcial, se levantará acta que contendrá las

especificaciones de lo avenido y será suscrita por el Juez,

las partes y el secretario. Tendrá el mérito de sentencia

ejecutoriada.

4.- En todo aquello que no se produjere

conciliación, el Tribunal, en la misma audiencia, recibirá

la causa a prueba fijando los hechos sustanciales y

pertinentes controvertidos sobre los cuales ella deba

recaer. Contra esta resolución sólo procederá el recurso de

reposición que deberá interponerse de inmediato y fallarse

sin más trámite.

5.- El término probatorio será de diez días

hábiles contados desde la notificación de la resolución que

reciba la causa a prueba y, dentro de él, deberá producirse

toda la prueba. Esta se ceñirá al procedimiento establecido

en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil.

6.- Los incidentes que se formulen por las partes

se fallarán conjuntamente con la cuestión principal.

7.- Vencido el término probatorio, de oficio o a

petición de parte, el Tribunal remitirá a la Dirección

copia del expediente y de la prueba instrumental que

pudiere estar guardada en custodia.

La Corporación Nacional de Desarrollo Indígena,

dentro del plazo de quince días de recibidos los

antecedentes, evacuará un informe jurídico, técnico y

socio-económico acerca de la cuestión debatida adjuntando,

si fuere el caso, los instrumentos fundantes que se estimen

pertinentes. Este informe será suscrito por el Director de

la Corporación haciéndose responsable de su autenticidad.

8.- El Tribunal dictará sentencia dentro del

plazo de treinta días contados desde la fecha que haya

recibido el informe de la Corporación. Además de contener

las referencias generales a toda sentencia, deberá

considerar lo dispuesto en el párrafo primero de este

título.

9.- Las partes podrán apelar de la sentencia

definitiva dentro del décimo día de notificada. El recurso

se concederá en ambos efectos.

10.- En segunda instancia el recurso se tramitará

conforme a las reglas establecidas para los incidentes,

gozando de preferencia para su vista y fallo, sin necesidad

de comparecencia de las partes.

11.- El Tribunal encargado del conocimiento de la

causa, en cualquier etapa del juicio podrá llamar a

conciliación a las partes."

"Artículo 57.- En estos juicios las partes

deberán comparecer con patrocinio de abogado y constituir

mandato judicial.

Al efecto los Consultorios Jurídicos de las

Corporaciones de Asistencia Judicial no podrán excusar su

atención basados en la circunstancia de estar patrocinando

a la contraparte indígena.

Sin perjuicio de lo expuesto en el inciso

anterior, podrán asumir gratuitamente la defensa de los

indígenas aquellos abogados que, en calidad de Defensores

de Indígenas, sean así designados por resolución del

Director.

Los indígenas que sean patrocinados por abogados

de los Consultorios Jurídicos de las Corporaciones de

Asistencia Judicial, por los abogados de turno o por los

abogados Defensores de Indígenas, gozarán de privilegio de

pobreza por el solo ministerio de la ley."

"Artículo 59.- La rectificación de los errores de

hecho existentes en los títulos de merced y en los títulos

gratuitos de dominio a que se refiere esta ley, se

resolverá sin forma de juicio, por el Juez de Letras

competente, a solicitud de la Corporación Nacional de

Desarrollo Indígena o del interesado. En este último caso,

el Juez procederá previo informe de la Corporación."

Artículo 1° transitorio: "Para los efectos de los

procesos de división de reservas, adjudicación y

liquidación de las comunidades de hecho, iniciados en

virtud de la ley N° 17.729, de 1972, que se encontraren

pendientes a la fecha de publicación de la presente ley, se

entenderá que la Corporación asume las funciones,

atribuciones y obligaciones entregadas al Instituto de

Desarrollo Agropecuario manteniéndose, para el solo efecto

del procedimiento que se aplicará, los artículos 9° a 33 de

dicho cuerpo legal.

Las comunidades de hecho que no desearen

persistir en el proceso de división, regularización o

adjudicación, a que se refiere el inciso anterior, podrán

así solicitarlo al juez competente, con el mismo requisito

que la presente ley establece en el inciso primero del

articulo 16; de lo contrario este organismo continuará el

proceso hasta su conclusión. Igual procedimiento se

aplicará en favor de los indígenas pertenecientes a

aquellas comunidades de hecho indivisas provenientes de

título de merced."

Artículo 7° transitorio: "Suprímese, en el

Instituto de Desarrollo Agropecuario, el Departamento de

Asuntos Indígenas. Veinte funcionarios de ese Departamento

pasarán a desempeñarse como titulares de cargos de la

Corporación y serán individualizados mediante uno o más

decretos supremos emanados del Ministro de Planificación y

Cooperación y del Ministro de Hacienda, sin sujeción a las

normas de la ley N° 18.834; en ningún caso, este traslado

podrá significar disminución de sus remuneraciones.

Cualquier diferencia de remuneraciones que se produzca será

pagada por la planilla suplementaria, la que será

reajustable e imponible en la misma forma en que lo sean

las remuneraciones que compensa y que se absorberá por

futuras promociones. Los demás funcionarios conservarán su

cargo y encasillamiento en la planta del Instituto de

Desarrollo Agropecuario o podrán acogerse al artículo 148

de la citada ley N° 18.834.

El traspaso de personal a que se refiere el

inciso anterior, se dispondrá sin solución de continuidad y

no será considerado, para efecto legal alguno, como causal

de término de los servicios. Los cargos que queden vacantes

en el Instituto de Desarrollo Agropecuario a consecuencia

de este traspaso, no se podrán proveer y la dotación máxima

de este servicio se disminuirá en el mismo número de

personas traspasadas."

Artículo 10 transitorio: "El primer Consejo de la

Corporación, tendrá una duración de seis meses a contar de

la publicación del reglamento señalado en el artículo 46 de

la presente ley, y será conformado de la siguiente manera:

a) Las organizaciones de cada etnia propondrán

una o mas ternas por cada cargo a llenar.

El Presidente de la República designará, por una

sola vez, los consejeros a que se refiere la letra "d" del

artículo 40.

b) Los consejeros no indígenas se nombraran de

acuerdo a lo estipulado en esta ley y por una sola vez

durarán también seis meses en sus cargos.";

4°. Que, de acuerdo al considerando 2° de

esta sentencia, corresponde a este Tribunal pronunciarse

sobre las normas del proyecto remitido que estén

comprendidas dentro de las materias que el constituyente ha

reservado a una ley orgánica constitucional;

5°. Que las normas establecidas en los

artículos 16; 17, inciso tercero; 19, inciso tercero; 56,

inciso primero, en la parte que establece: "Las cuestiones

a que diere lugar el dominio, posesión, división,

administración, explotación, uso y goce de tierras

indígenas, y los actos y contratos que se refieran o

incidan en ellas, y en que sean parte o tengan interés

indígenas, serán resueltas por el Juez de Letras competente

en la comuna donde se encontrare ubicado el inmueble", y su

numeral 9; 59; e inciso segundo del artículo 1° transitorio

del proyecto de ley remitido, son propias de la ley

orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74 de

la Constitución Política de la República;

6°. Que las normas contempladas en los

artículos 38; 41, incisos primero y tercero; 42; 43, inciso

tercero; 44; 45; 48; inciso primero del artículo 7°

transitorio, en la parte que establece: "Suprímese, en el

Instituto de Desarrollo Agropecuario, el Departamento de

Asuntos Indígenas. Veinte funcionarios de ese Departamento

pasarán a desempeñarse como titulares de cargos de la

Corporación y serán individualizados mediante uno o más

decretos supremos emanados del Ministro de Planificación y

Cooperación y del Ministro de Hacienda, sin sujeción a las

normas de la ley N° 18.834; en ningún caso, este traslado

podrá significar disminución de sus remuneraciones.

Cualquier diferencia de remuneraciones que se produzca será

pagada por la planilla suplementaria, la que será

reajustable e imponible en la misma forma en que lo sean

las remuneraciones que compensa y que se absorberá por

futuras promociones.", y la parte del inciso segundo que

dispone: "El traspaso de personal a que se refiere el

inciso anterior, se dispondrá sin solución de continuidad y

no será considerado, para efecto legal alguno, como causal

de término de los servicios.", del proyecto sometido a

control, son propias de la ley orgánica constitucional

indicada en el inciso primero del artículo 38 de la

Constitución Política de la República;

7°. Que las disposiciones contenidas en los

incisos primero y segundo del artículo 19; inciso segundo

del artículo 41; incisos primero y segundo del artículo 43;

artículo 46; artículo 49; artículo 52; artículo 56, a

partir de la oración "de conformidad con las disposiciones

de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, de

acuerdo a las siguientes normas:", y los numerales que

siguen a continuación, excepto el numeral 9; artículo 57;

inciso primero del artículo 1° transitorio; la última

oración del inciso primero, y la última oración del inciso

segundo del artículo 7° transitorio; y artículo 10

transitorio del proyecto remitido, no son propios de las

leyes orgánicas constitucionales a que aluden los artículos

38 y 74 de la Constitución Política de la República, según

se desprende de la interpretación que deriva del texto de

dichas disposiciones, de la naturaleza de las leyes

orgánicas constitucionales dentro de nuestra normativa

jurídica y del espíritu del constituyente al incorporarlas

a nuestra Carta Fundamental;

8°. Que las disposiciones a que hacen

referencia los considerandos 5° y 6° no contienen normas

contrarias a la Constitución Política de la República y

son, en consecuencia, constitucionales;

9°. Que consta de autos que se ha oído

previamente a la Corte Suprema de acuerdo a lo dispuesto en

el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución

Política;

10°. Que consta, asimismo, de autos que las

disposiciones sometidas a control de constitucionalidad,

han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso Nacional

con las mayorías requeridas por el inciso segundo del

artículo 63 de la Constitución Política y que sobre ellas

no se ha suscitado cuestión de constitucionalidad.

Y, VISTO, lo dispuesto en los artículos 38,

63, 74 y 82, N° 1°, de la Constitución Política de la

República, lo prescrito en los artículos 34 al 37 de la Ley

N° 17.997, de 1981, Orgánica Constitucional de este

Tribunal,

SE DECLARA:

1. Que las normas establecidas en los

artículos 16;17, inciso tercero; 19, inciso tercero; 38;

41, incisos primero y tercero; 42; 43, inciso tercero; 44;

45; 48; 56, inciso primero, en la parte que establece: "Las

cuestiones a que diere lugar el dominio, posesión,

división, administración, explotación, uso y goce de

tierras indígenas, y los actos y contratos que se refieran

o incidan en ellas, y en que sean parte o tengan interés

indígenas, serán resueltas por el Juez de Letras competente

en la comuna donde se encontrare ubicado el inmueble", y su

numeral 9; 59; inciso segundo del artículo 1° transitorio;

inciso primero del artículo 7° transitorio, en la parte que

establece: "Suprímese, en el Instituto de Desarrollo

Agropecuario, el Departamento de Asuntos Indígenas. Veinte

funcionarios de ese Departamento pasarán a desempeñarse

como titulares de cargos de la Corporación y serán

individualizados mediante uno o más decretos supremos

emanados del Ministro de Planificación y Cooperación y del

Ministro de Hacienda, sin sujeción a las normas de la ley

N° 18.834; en ningún caso, este traslado podrá significar

disminución de sus remuneraciones. Cualquier diferencia de

remuneraciones que se produzca será pagada por la planilla

suplementaria, la que será reajustable e imponible en la

misma forma en que lo sean las remuneraciones que compensa

y que absorberá por futuras promociones”, y la parte del

inciso segundo que dispone: “El traspaso de personal a que

se refiere el inciso anterior, se dispondrá sin solución de

continuidad y no será considerado, para efecto legal

alguno, como causal de términos de los servicios”, del

proyecto de ley remitido, son constitucionales.

2. Que no corresponde al Tribunal

pronunciarse sobre los incisos primero y segundo del

artículo 19; inciso segundo del artículo 41; incisos

primero y segundo del artículo 43; artículo 46; artículo

49; artículo 52; artículo 56, a partir de la oración “de

conformidad con las disposiciones de los Libros I y II del

Código de Procedimiento Civil, de acuerdo a las siguientes

normas”; y los numerales que siguen a continuación, excepto

el numeral 9; artículo 57; inciso primero del artículo 1º

transitorio; la última oración del inciso primero, y la

última oración del inciso segundo del artículo 7º

transitorio; y el artículo 10 transitorio del proyecto

remitido por versar sobre materias que no son propias de

Ley orgánica constitucional. De acuerdo con las

consideraciones consignadas en su prevención al fallo del

Tribunal Constitucional de fecha 26 de diciembre de 1989,

el Ministro señor García es de parecer que el Tribunal debe

también ejercer el control de constitucionalidad respecto

de otras normas del proyecto que se le ha enviado, aún

cuando ellas no hayan sido señaladas en el oficio de la

Honorable Cámara de Diputados, todo ello según lo dispuesto

en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la

República, agregando el previniente que por estas

consideraciones debe el Tribunal examinar también las

disposiciones de los artículos 3º, 39, 67, 69 y 79, del

proyecto de Ley remitido.

Devuélvase el proyecto a la Honorable Cámara de Diputados

rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del

Tribunal, oficiándose.

Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.

Rol Nº 175.

Pronunciada por el Excmo. Tribunal Constitucional,

integrado por su Presidente don Marcos Aburto Ochoa, y los

Ministros señores Manuel Jiménez Bulnes, Ricardo García

Rodríguez, Osvaldo Faúndez Vallejos y Juan Colombo

Campbell.

Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don

Rafael Larraín Cruz.

La ley que establece normas sobre protección y

desarrollo de los indígenas fue publicada en el Diario

Oficial del día 5 de octubre de 1993, bajo el N° 19.253.

